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De suerte que la queja no está realmente vinculada con
una falta de motivación, sino con una eventual limitación
del derecho de defensa, puesto que el éxito del recurso
de casación para la unificación de doctrina queda com-
prometido al tener que ceñirse su examen tan sólo a
una única Sentencia para poder apreciar la contradicción
alegada, con exclusión de las demás Sentencias de con-
traste invocadas a este fin por el recurrente.

3. Ahora bien, precisado así el segundo aspecto de
la queja, conviene recordar la doctrina sentada en las
SSTC 89 y 131/1998, de 16 de junio, y en la reciente
STC 56/2000.

Al respecto, en el FJ 3 de la STC 89/1998 hemos
declarado que de la finalidad del recurso de casación
para la unificación de doctrina, que es «la de garantizar
la igualdad de los ciudadanos en la aplicación e inter-
pretación de la Ley en todo el territorio nacional, deriva
el presupuesto legal de la contradicción, sin que en aten-
ción a aquélla constituya un obstáculo formalista o irra-
zonable que la norma exija que se aporten resoluciones
contradictorias entre sí respecto a los mismos litigantes
u otros en idénticas situaciones donde, en mérito a
hechos, fundamentos y pretensiones sustancialmente
iguales se hubiera llegado a pronunciamientos distintos,
correspondiendo a la competencia del Tribunal Supremo
apreciar si se dan todas las condiciones». Quedando limi-
tada la intervención de este Tribunal a aquellos supues-
tos en los que la interpretación o aplicación al caso de
los requisitos procesales por el órgano jurisdiccional sea
inmotivada, manifiestamente irrazonable o arbitraria o
se funde en un error patente con la relevancia cons-
titucional, según hemos declarado reiteradamente a par-
tir de la STC 37/1995, de 7 de febrero.

Más concretamente, en relación con el requisito exi-
gido por el art. 222 L.P.L. hemos estimado que la inter-
pretación que del mismo ha llevado a cabo el Tribunal
Supremo «no restringe injustificadamente la posibilidad
de acceder al recurso hasta el punto de considerarla
lesiva del derecho a la tutela judicial» (SSTC 89/1998,
FJ 4, y 56/2000, FJ 4), en atención a las diferentes
razones «de economía y de equilibrio procesal respecto
al presupuesto de acceso al recurso» expuestas por dicho
órgano jurisdiccional. Para llegar a la conclusión de que
tales razones «no permiten deducir, desde la perspectiva
constitucional, la existencia de ningún obstáculo que
impida acreditar la contradicción requerida para acceder
al recurso de casación para la unificación de doctrina
y que, por arbitrario o injustificado, pudiera entrañar una
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva».
Poniendo de relieve al respecto que el alto Tribunal ha
declarado reiteradamente que la mención del singular
o del plural en el mencionado precepto «debe entenderse
referida a que la certificación será una cuando uno sea
el tema o extremo de la contradicción y varias cuando
sean varios los temas de la contradicción producida»,
y tales razones «no permiten deducir, desde la perspec-
tiva constitucional, la existencia de ningún obstáculo que
impida acreditar la contradicción».

4. En el presente caso, la doctrina que se acaba
de exponer ha de conducir directamente a la desesti-
mación de la queja en los dos aspectos que antes hemos
indicado.

Como se ha indicado en los antecedentes, el recurren-
te articuló el recurso de casación para la unificación de
doctrina en torno a seis extremos, comparando los dis-
tintos pronunciamientos de varias Sentencias dictadas
por los Tribunales Superiores de Justicia con los de la
Sentencia impugnada. Pero la Sala de lo Social del Tri-
bunal Supremo, al estimar que existía un único tema
de contradicción, por providencia de 17 de octubre de
1996 le requirió para que seleccionase una Sentencia
firme que fuera realmente contradictoria con la recurrida.

Lo que el recurrente no hizo en su escrito de 29 de
octubre de 1996, donde se limitó a citar seis Sentencias
de los Tribunales Superiores de Justicia, cada una de
ellas referida a uno de los seis aspectos respecto a los
cuales el recurrente consideraba que existía contradic-
ción. Con la consecuencia de que la Sala, según ya le
había advertido, por providencia de 29 de noviembre
de 1996 tuvo por seleccionada la más moderna de las
Sentencias invocadas. Y dados los términos en los que
el recurrente había fijado el debate, finalmente dictó el
auto que aquí se impugna, declarando la inadmisión del
recurso por «falta de relación precisa y circunstanciada
de la contradicción con la Sentencia de Navarra».

Es claro, pues, que la limitación a una sola Sentencia
de contraste efectuada por la Sala no ha lesionado el
derecho de acceso al recurso, de conformidad con la
doctrina expuesta en el fundamento precedente. Ni tam-
poco cabe estimar que se le haya causado indefensión,
pues el órgano jurisdiccional le ofreció la posibilidad de
subsanar su planteamiento inicial y seleccionar, entre
las Sentencias invocadas, la que realmente fuera con-
tradictoria con la impugnada. Lo que sin embargo no
llevó a cabo, pese a la advertencia de la Sala de que
habría de estarse a la Sentencia más moderna; abste-
niéndose también de contrastar, pese a que resultaba
obligado, los pronunciamientos de ésta con los de la
Sentencia impugnada en el recurso. Por lo que cabe
estimar, en definitiva, que la inadmisión del recurso de
casación para la unificación de doctrina sólo es impu-
table al comportamiento procesal del recurrente, al no
cumplir con el requerimiento que le hizo la Sala. Con-
clusión que conduce directamente, como ya se ha anti-
cipado, a la desestimación del presente recurso de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid, a trece marzo de dos mil.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

7038 Sala Segunda. Sentencia 69/2000, de 13 de
marzo de 2000. Recurso de amparo 2.000/97.
Promovido por don José Luis Maíz Blanco y
otros frente al Auto de la Audiencia Provincial
de Zaragoza que aclaró la Sentencia dictada
en grado de apelación, dimanante de un juicio
de menor cuantía en el que se les había con-
denado al pago de una cantidad. Vulneración
del derecho a la tutela judicial (intangibilidad
de las resoluciones firmes): aclaración sobre las
partidas de la contabilidad de una empresa liti-
gante que da lugar a desestimar un recurso
de apelación, previamente estimado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
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Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2000/97, promovido
por don José Luis Maíz Blanco, don Ignacio María Sanz
Mendizábal, don José Luis Igoa Mariñelarena, don José
Antonio Fernández Alonso, don Jon-Mikel Inchausti
Zabala, don Juan José Gómez Giménez, don Alejandro
Huerta Álvarez, y don Ignacio Francisco Elizalde San Mar-
tín, representados por el Procurador de los Tribunales
don Fernando Aragón Martín, y asistidos por el Letrado
don Antonio Longás Pellicena, contra el Auto de la Sec-
ción Cuarta de la Audiencia Provincial de Zaragoza, de 22
de abril de 1997, de aclaración de la Sentencia dictada
en apelación por la misma Sala, con fecha 15 de abril
de 1997, en el juicio de menor cuantía 712/95-C. Han
intervenido la entidad «Cintasa, Sociedad Anónima»,
representada por el Procurador de los Tribunales don
Juan Carlos Estévez Fernández Novoa y asistida por el
Letrado don Juan Luis Bel Arbunies. Ha sido parte el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Carles Viver Pi-Sunyer, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 13
de mayo de 1997, el Procurador don Fernando Aragón
Martín, en nombre y representación de don José Luis
Maíz Blanco y otros interpuso recurso de amparo contra
el Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Zaragoza citado en el encabezamiento, por lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva sin padecer inde-
fensión (art. 24.1 C.E.), en su manifestación de derecho
a la intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes.

2. Los hechos en los que se basa la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Con fecha 24 de abril de 1996 el Juzgado de
Primera Instancia núm. 14 de Zaragoza dictó Sentencia
en el juicio de menor cuantía 712/95, en la que estimó
en parte la demanda planteada por «Cintasa, Sociedad
Anónima», contra «Dimak Laboral, Sociedad Anónima
Laboral», don José Luis Maíz y otros, recurrentes en el
presente amparo, administradores de esta última, absol-
viendo de los pedimentos a la entidad demandada, pero
condenando a sus administradores, también demanda-
dos, al pago de 1.641.652 pesetas, entre otros pronun-
ciamientos, sin hacer condena en costas.

b) Contra la anterior resolución interpusieron recur-
so de apelación tanto «Cintasa, Sociedad Anónima»,
como don José Luis Maíz Blanco y otros, demandante
y demandados (y condenados), respectivamente, siendo
estimado parcialmente el recurso de la primera (con-
denando a la entidad demandada y elevando a
3.269.941 pesetas la cuantía de la condena) y total-
mente el de los segundos (que pedían su absolución),
por lo que la Audiencia Provincial revocó la Sentencia
de instancia, desestimó la demanda en cuanto a don
José Luis Maíz Blanco y otros, a los que absolvió, y
condenó a «Dimak Laboral, Sociedad Anónima Laboral»,
al pago de la suma de 3.269.941 pesetas más sus inte-
reses legales.

En el fundamento jurídico sexto de la Sentencia de
apelación se afirmó lo siguiente:

«Por lo que respecta a los administradores, queda
dicho que el juzgador de primer grado estima la demanda

limitando la cuantía de la condena al importe reconocido
en la quiebra, y ello pese a que entiende que la solicitud
de quiebra en el plazo concedido para la convocatoria
de la junta de disolución en el art. 265 L.S.A. suple
suficientemente la falta de ésta, parecer que esta Sala
comparte, de un lado porque como señala la doctrina
caben otras respuestas para el restablecimiento entre
las magnitudes capital y patrimonio social diferentes a
las contempladas en la ley, como lo sería el incremento
del patrimonio, y, de otro, que tanto la disolución como
la quiebra conducen al mismo resultado de liquidación
ordenada de la sociedad; no cabe, pues, una aplicación
del art. 262.5 L.S.A. tan rigurosa como pretende la
actora.

El fundamento de la condena, que sigue el plantea-
miento de la demanda, se asienta en que ya en las cuen-
tas correspondientes al ejercicio de 1993 se aprecia
ya la disminución patrimonial que debería de haber dado
lugar a la disolución social, y el [sic; debe ser al] efecto
compara las pérdidas habidas en dicho ejercicio
—32.491.288 pesetas— y el capital social —15.000.000
pesetas—. No obstante, como señala la representación
de los administradores, del balance que forma parte de
las cuentas de dicho ejercicio resultan importantes ele-
mentos patrimoniales, como son las 34.729.219 pesetas
de inmovilizado y los 161.451.539 pesetas de circulante,
activos que si se comparan con las deudas sociales
—196.417.477 pesetas— dan como resultado una no
muy feliz marcha de la sociedad, pero no arrojan como
resultado el desequilibrio patrimonial que se concluye
en la sentencia con la sola comparación entre las partidas
de pérdidas y capital social, ambas por cierto compren-
didas en el pasivo, con olvido de que los términos a
comparar son capital y patrimonio.

De lo dicho se concluye que la actora no ha acreditado
que la medida adoptada por la sociedad llegara tardía-
mente, y que no fuera la puntual respuesta al desequi-
librio resultante de las cuentas del ejercicio de 1994,
cerradas en el mes de marzo de 1995 como afirman
los demandados, sino explícitamente en su contestación
a la demanda, si (sic.) al proponer prueba, al contestar
posiciones y en el escrito de resumen de pruebas».

c) Habiendo solicitado «Cintasa, Sociedad Anóni-
ma», aclaración de la anterior Sentencia, se procedió
a la misma por Auto de 22 de abril de 1997. En dicho
Auto se rectificó el fallo de la Sentencia, en el sentido
de estimar el recurso de apelación formulado por la enti-
dad actora y desestimar el presentado por los adminis-
tradores demandados, ahora recurrentes de amparo,
revocando la Sentencia de instancia en el solo extremo
de elevar la suma por la que se estimaba la demanda
en la totalidad de los 3.269.441 pesetas.

En el fundamento jurídico segundo de tal Auto se
declaró lo siguiente:

«En el presente caso, tal y como señala el peticionario
de aclaración, esta Sala ha sufrido un evidente error
aritmético en su fundamento de derecho núm. 6 pues,
al contrastar de un lado como activo las partidas de
34.729.219 pesetas y 161.451.539 pesetas y, de otra,
como pasivo la de 196.417.477 pesetas, no halla un
resultado patrimonial negativo, cuando la simple com-
probación de las correspondientes operaciones aritmé-
ticas (34.729.219 + 161.451.539) — 196.417.477 evi-
dencia que sí lo da, concretamente de —236.724
pesetas.»

d) Contra dicho Auto presentaron los administrado-
res demandados un escrito fechado el 29 de abril
de 1997, en el que se solicitaba la aclaración del Auto
de aclaración o bien la declaración de nulidad del mismo.
Se anunciaba además la formulación de un recurso de
amparo por vulneración del art. 24.1 C.E., y se solicitaba
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la suspensión de la ejecución de la Sentencia hasta el
pronunciamiento del Tribunal Constitucional. Por provi-
dencia de 5 de mayo de 1997, la Sección Cuarta de
la Audiencia Provincial de Zaragoza declaró no haber
lugar a acceder a las peticiones contenidas en el suplico
de dicho escrito, ni por tanto a la suspensión de la
Sentencia.

3. Sostienen los recurrentes en su demanda de
amparo que el Auto aclaratorio dictado por la Audiencia
Provincial vulnera su derecho fundamental a la intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales firmes, garanti-
zado en el art. 24.1 C.E., pues, aducen los demandantes
de amparo, la mentada Sentencia de apelación no pudo
cometer ningún error aritmético, ya que el citado fun-
damento de Derecho de dicha resolución no contiene
operación aritmética alguna, ni cabe apreciar incoheren-
cia o desajuste alguno ente los fundamentos de la men-
tada Sentencia de apelación y su fallo. En realidad se
trata, dicen los recurrentes, de un error jurídico que la
Audiencia trató de corregir mediante la aclaración, dando
aplicación al art. 260 del Real Decreto Legislativo núm.
564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas,
en el sentido que pretendía la actora civil.

Arguyen los recurrentes que del mencionado funda-
mento de Derecho sexto de la Sentencia de apelación
no resulta operación matemática decisiva alguna, pues
la razón de la estimación de la apelación promovida por
los ahora recurrentes en amparo consistió en que la
demandante, «Cintasa, Sociedad Anónima», no acreditó
lo tardío de las medidas adoptadas por ellos en su con-
dición de administradores de la sociedad demandada,
por lo que no cabe deducir en su contra responsabilidad
alguna. Aducen los demandantes de amparo que del
tenor del citado fundamento de Derecho en cuestión
solo caben dos hipótesis interpretativas, y ninguna de
ellas se corresponde con la dada por la misma Audiencia
Provincial en su Auto, a saber: o no dio relevancia alguna
a la diferencia habida entre el haber y el debe de las
cuentas de la mercantil a los efectos de depurar dichas
responsabilidades por la tardía reacción de los admi-
nistradores para adoptar cuantas medidas fuesen pre-
cisas a los efectos de paliar la falta de liquidez para
hacer frente a los acreedores de la sociedad que admi-
nistraban; o dio relevancia a dicha diferencia, pero no
con el valor decisivo que le dio el Juez de instancia,
ya que la cuestión de fondo era otra: si la actora civil
había probado o no lo tardío de las medidas adoptadas
por los ahora recurrentes para atajar la situación de impa-
go de deudas por la que atravesaba la sociedad también
demandada.

Por otrosí se interesó la suspensión de la Sentencia
de apelación dictada por la Audiencia Provincial en los
términos que resultan de su posterior aclaración por el
Auto impugnado en el presente amparo.

4. Por providencia de 3 de julio de 1998, la Sección
Tercera de este Tribunal acordó admitir a trámite la
demanda de amparo, y, a tenor de lo dispuesto en el
art. 51 L.O.T.C., requerir de la Sección Cuarta de la
Audiencia Provincial de Zaragoza testimonio del rollo
de apelación núm. 449/96 y al Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 14 de Zaragoza el de las actuaciones del
juicio de menor cuantía núm. 712/95, debiendo empla-
zar previamente a quienes hubiesen sido parte en dicho
procedimiento, a excepción de los recurrentes en ampa-
ro, para que pudieran comparecer si lo estimaban con-
veniente en este proceso constitucional.

Mediante providencia de la misma fecha, la Sección
acordó formar la oportuna pieza separada para la tra-
mitación del incidente de suspensión de la ejecución
de la Sentencia de 15 de abril de 1997, que fue dene-
gada por ATC 183/1998, de 14 de septiembre.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
30 de julio de 1998, interesó su personación en el pre-
sente recurso de amparo la entidad «Cintasa, Sociedad
Anónima».

6. La Sección Cuarta acordó mediante providencia
de 28 de septiembre de 1998 tener por personada y
parte en el procedimiento a la entidad «Cintasa, Sociedad
Anónima», y dar vista de las actuaciones recibidas a
las partes personadas y al Ministerio Fiscal para que,
a tenor de lo dispuesto en el art. 52.1 L.O.T.C., pudieran
presentar cuantas alegaciones estimaran pertinentes.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 31 de
octubre de 1998, los recurrentes en amparo elevaron
sus alegaciones, reiterando las aducidas en su demanda
de amparo. Abundan en que, a pesar de lo discutible
que pueda ser la fundamentación vertida en la Sentencia
de apelación por la Audiencia Provincial, ésta resultaba
razonable y coherente, recayendo un fallo congruente
con dicha motivación, sin que se pusieran de manifiesto
errores aritméticos o materiales que justificaran la pos-
terior aclaración y su resultado revocatorio. La Sentencia
no fundó su juicio sobre la eventual responsabilidad de
los recurrentes en la situación de insolvencia en la que
se encontraba la sociedad demandada en la incidencia
que pudieran tener sus pérdidas en el capital social, sino
a partir de la comparación entre los elementos patri-
moniales de la entidad y sus deudas sociales. De esa
comparación, lo que la Audiencia coligió era la «no muy
feliz marcha de la sociedad», pero no «el desequilibrio
patrimonial reflejado en la Sentencia» de instancia, revo-
cada inicialmente en la apelación, constituyendo la ratio
decidendi de la Sentencia de apelación la falta de acre-
ditación de que los administradores de dicha sociedad
actuaron tardíamente ante su insolvencia. Criterio que
mudó con ocasión del recurso de aclaración, solapando
la alteración del fallo absolutorio en la corrección de
un inexistente error aritmético.

8. El 4 de noviembre de 1998 tuvo entrada en el
Registro de este Tribunal, remitido por el Juzgado de
guardia, el escrito en el que la entidad «Cintasa, Sociedad
Anónima», elevó sus alegaciones interesando la deses-
timación del amparo solicitado. Después de señalar que
el trámite de aclaración de Sentencias constituye un cau-
ce legalmente previsto para la alteración de resoluciones
judiciales firmes con el propósito de evitar que una parte
en el proceso se beneficie de palmarias oscuridades,
omisiones o errores materiales en los que incurriese la
resolución judicial, entre los que deben contarse los erro-
res materiales manifiestos y los aritméticos, la parte razo-
na que en el caso de autos la Audiencia había incurrido
en un evidente error de cálculo sobre las pérdidas sufri-
das por la sociedad demandada que corrigió en trámite
de aclaración con la consecuencia ineluctable de que
el fallo en apelación debía ser objeto también de
modificación.

A tal efecto se razona, que de la diferencia entre
el activo y el pasivo de la demandada se obtenía un
saldo negativo del que no se dio cuenta en la Sentencia
de apelación, y que implicaba que dicha sociedad tenía
pérdidas que reducían su patrimonio a menos de la mitad
del capital social, lo que constituye causa de disolución
de la sociedad, con arreglo a lo dispuesto en el art.
260.1.4 L.S.A. Siendo ésta la cuestión decisiva en la
apelación. De esta situación se deducía la responsabi-
lidad de los administradores conforme al art. 262.5 Ley
de Sociedades Anónimas, pues, habían dejado trans-
currir el plazo legalmente previsto para convocar obli-
gatoriamente la junta general de accionistas con el fin
de adoptar, en su caso, el acuerdo de disolución de la
entidad. Así pues, hubo un error aritmético, ya que la
Sentencia de apelación no realiza el cálculo que debió
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efectuar, y que viene a precisar el Auto de aclaración;
y es un error del que no pueden beneficiarse quienes
ahora acuden en amparo ante este Tribunal.

9. Por escrito registrado en este Tribunal el 5 de
noviembre de 1998, elevó sus alegaciones el Ministerio
Fiscal interesando la estimación del presente recurso
de amparo. A su juicio, y a la vista de la doctrina de
este Tribunal sobre el particular (con cita de las SSTC
23/1994, 19/1995 y 122/1996), el Auto aclaratorio
no contiene ni expresa razón alguna que dé cuenta del
cambio tan radical de criterio, pasando de la inicial abso-
lución a la condena de los recurrentes, toda vez que
no se acompaña a la operación aritmética efectuada en
dicho Auto de argumentación a partir de la cual resulte
que una diferencia negativa de 200.000 pesetas debía
conducir a una estimación de las pretensiones de la acto-
ra civil y a la condena de los demandantes de amparo.
Sin que se deje de advertir que el supuesto error arit-
mético que venía a corregir el controvertido Auto de
la Audiencia Provincial no resulta en modo alguno del
texto de la Sentencia de apelación, lo que abunda aún
más en la arbitrariedad del cambio de criterio en la que
incurre el órgano judicial.

10. Por providencia de 9 de marzo de 2000, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra el Auto
aclaratorio de Sentencia dictado por la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Zaragoza, al entender los
recurrentes que en él se ha alterado el fallo inicialmente
absolutorio que les era favorable, por uno nuevo con-
denatorio, fundado en razones distintas de las que sir-
vieron de base al anterior fallo, conculcando de este
modo el derecho a la tutela judicial efectiva sin padecer
indefensión (art. 24.1 C.E.), en su manifestación de dere-
cho a la intangibilidad de las resoluciones judiciales
firmes.

Las alegaciones de las partes y los términos en los
que transcurrió el debate procesal ante la jurisdicción
ordinaria quedan reflejados en los antecedentes de esta
Sentencia

2. Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse
en reiteradas ocasiones sobre el derecho a la intangi-
bilidad de las resoluciones judiciales firmes en relación
con el empleo del recurso de aclaración del art. 267
L.O.P.J. El derecho a la tutela judicial efectiva impone
un límite a que los órganos judiciales puedan modificar
o revisar sus resoluciones firmes al margen de los supues-
tos y cauces procesales taxativamente previstos en la
ley. Esta intangibilidad de las resoluciones judiciales fir-
mes no es un fin en sí misma, sino un instrumento para
la mejor garantía de aquella tutela judicial efectiva, en
conexión con la observancia del principio de seguridad
jurídica (art. 9.3 C.E.), pues de tolerarse la modificabilidad
sin trabas de las resoluciones judiciales firmes, se vaciaría
de contenido el instituto de la firmeza, dejando al albur
de las partes o del propio órgano judicial el resultado
final de los procesos judiciales.

El art. 24.1 C.E., sin embargo, no veda por completo
la posible alteración de las resoluciones judiciales firmes,
pues tan lesivo de la tutela judicial efectiva puede ser
que aquéllas puedan revisarse en cualquier tiempo y
de cualquier forma, como que las partes en el proceso
se beneficien de simples errores materiales o evidentes
omisiones en la redacción o transcripción del fallo de
la resolución en cuestión, que bien pudieron corregirse
a la vista de lo que fácilmente se deduzca, con toda
certeza, de su texto. A ese fin, las leyes procesales han

previsto vías para la corrección de dichos errores u omi-
siones, como el denominado «recurso de aclaración»,
previsto por el art. 267 L.O.P.J., y luego precisado en
las distintas leyes procesales, como el art. 363 L.E.C.
en lo que interesa para el presente recurso de amparo.
Estos preceptos autorizan, de forma excepcional al órga-
no judicial a aclarar algún concepto oscuro, suplir las
omisiones o corregir los errores materiales o aritméticos
que sean evidentes y en los que haya incurrido la reso-
lución ya firme, pero sin que tal remedio procesal, como
hemos dicho en la STC 112/1999, de 14 de junio, per-
mita rectificar, en principio, los elementos esenciales de
la resolución judicial. Por todo ello, el uso de tan excep-
cional recurso debe limitarse a los supuestos taxativa-
mente previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial
para este cauce procesal, y no puede ser utilizado para
rectificar o modificar el sentido de la fundamentación
jurídica que condujo al fallo firme, de forma que se
emplee para enmendar la parte dispositiva de la decisión
judicial en atención a una nueva o, incluso, más acertada
calificación o valoración jurídica de las pretensiones de
las partes y de los hechos enjuiciados, pues ello entra-
ñaría una revisión de las resoluciones judiciales realizada
al margen del sistema de recursos y remedios procesales
establecido (por todas, SSTC 48/1999, de 22 de marzo;
112/1999, de 14 de junio; 218/1999, de 29 de
noviembre).

Y como también hemos recordado en las recientes
SSTC 48/1999 y 218/1999, el recurso de aclaración
en los casos de un «error material» o «aritmético», no
puede ser utilizado por los órganos judiciales como reme-
dio para paliar la falta de fundamentación de la que
adolezcan sus resoluciones judiciales firmes, ni para sub-
vertir las conclusiones probatorias previamente mante-
nidas o para anular y sustituir una resolución judicial
por otra de fallo contrario; salvo que excepcionalmente
el error material, o en su caso el aritmético, resulten
manifiestos y consistan, en último término, en un mero
desajuste o contradicción patente e independiente de
cualquier juicio valorativo o apreciación jurídica, entre
las razones contenidas en los fundamentos jurídicos y
el fallo de la resolución judicial. Entendiendo por errores
materiales o aritméticos aquéllos cuya corrección no
implica, justamente, un juicio valorativo, ni exige ope-
raciones de calificación jurídica o nuevas y distintas apre-
ciaciones de prueba, ni supone resolver cuestiones dis-
cutibles u opinables por evidenciarse el error directa-
mente al deducirse, con toda certeza, del propio texto
de la Sentencia, sin necesidad de hipótesis, deducciones
o interpretaciones. Esto es, cuando resulta evidente que
el órgano judicial simplemente se equivocó al dar una
cifra, al calcularla o al trasladar el resultado de su juicio
al fallo.

3. La aplicación de esos criterios al caso de autos,
conduce derechamente a la estimación del presente
recurso de amparo, puesto que el Auto de la Audiencia
Provincial impugnado no se limitó a corregir errores
materiales manifiestos o aritméticos, sino que modificó
sustancialmente la Sentencia de apelación que pretendía
aclarar a través de una vía procesal inadecuada, vul-
nerando, por ello, el principio de intangibilidad de las
resoluciones judiciales firmes que garantiza el derecho
a la tutela judicial reconocido en el art. 24.1 C.E.

En el Auto de aclaración, la Audiencia Provincial dice
haber errado al concluir de la resta del pasivo respecto
de la entidad demandada que no hubo pérdidas, cuando
la simple confrontación de las cantidades hacía mani-
fiesto que sí las hubo, deduciendo de esta evidencia
la responsabilidad solidaria de los administradores, ahora
recurrentes en amparo. Por este motivo en dicho Auto
aclaratorio la Audiencia acuerda la modificación del fallo
absolutorio de la Sentencia de apelación, sustituyéndolo
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por uno condenatorio. Sin embargo, la confrontación
entre aquellas magnitudes contables en el fundamento
de Derecho sexto de la Sentencia de apelación, en el
que sin duda late implícito un cálculo aritmético, ya había
llevado al órgano judicial a constatar la «no muy feliz
marcha de la sociedad», añadiendo a continuación que,
no obstante esa circunstancia, el resultado de dicho
cálculo no arroja «el desequilibrio patrimonial que se
concluye en la sentencia» de instancia, que lo cifró en
varios millones de pesetas.

Tampoco debe pasar inadvertido para una cabal com-
prensión de lo que la Audiencia Provincial ha razonado
en el mentado fundamento de Derecho sexto de su Sen-
tencia de apelación, bien es cierto que de forma un tanto
parca, y que contrasta con la supuesta existencia de
un error aritmético y patente sobre el que se funda su
Auto de aclaración, que con antelación a los asertos
aludidos se dice compartir el criterio de la instancia en
cuanto a que la declaración de quiebra voluntaria cons-
tituye un sustituto idóneo de la rigurosa medida de la
disolución prevista por el art. 260.1.4 Ley de Sociedades
Anónimas en el caso de que las pérdidas sufridas por
la entidad reduzcan su patrimonio a menos de la mitad
de su capital social, además de señalar que era también
posible adoptar otros paliativos de la «no muy feliz mar-
cha» económica de la sociedad anónima «diferentes al
contemplado en la ley» (como el «incremento del patri-
monio») para el «restablecimiento entre las magnitudes
capital y patrimonio social» (sic.). Resultando definitivo
el párrafo final del tantas veces citado fundamento de
Derecho sexto de la Sentencia aclarada, cuando funda
expresamente la absolución de los administradores en
que la actora no acreditó que la medida adoptada por
los demandados hubiese sido intempestiva a tenor de
lo previsto en el art. 262.5 Ley de Sociedades Anónimas.

Por tanto, parece desprenderse de la Sentencia de
apelación que la absolución de los ahora demandantes
de amparo, y demandados ante la jurisdicción civil, se
anudaba expresamente a una discrepancia sobre si la
convocatoria de la junta de accionistas fue o no tem-
pestiva y, por consiguiente, sobre el momento en que
debía considerarse que era sabido con certeza por los
administradores de la sociedad que dicho desequilibrio
alcanzaba la cuantía que con arreglo al art. 260.1.4 impo-
nía su disolución, más que la apreciación de la existencia
de un balance negativo en las cuentas de la entidad
mercantil, lo que, por otra parte, no parece negarse en
la Sentencia de apelación posteriormente aclarada por
el Auto impugnado en este recurso de amparo.

4. Como señalábamos en el fundamento jurídico 2,
los errores materiales o aritméticos pueden ser corre-
gidos por los órganos judiciales por medio del trámite
de la aclaración de sus resoluciones (art. 267 L.O.P.J.),
hasta el punto de ser posible la sustitución del fallo de
la resolución aclarada por otro de signo distinto y opues-
to, siempre excepcionalmente claro está, si aquel error
resultaba evidente, como también debe serlo el desajuste
entre las razones jurídicas contenidas en el cuerpo de
la resolución y lo acordado en su parte dispositiva pro-
vocado por dicho error, y cuya corrección hacía inex-
cusable la alteración del fallo de la resolución aclarada,
siempre, desde luego, y esto es lo que ahora importa,
que ese resultado se alcanzara sin necesidad de una
nueva valoración o reinterpretación de las circunstancias
del caso o de la calificación jurídica que las mismas
merecieron inicialmente.

Por ello, este Tribunal ha puesto especial énfasis en
subrayar que el remedio de la aclaración de resoluciones
judiciales no permite alterar los elementos esenciales
de las mismas, esto es, rectificar o modificar el sentido
de su motivación, sin infringir el art. 24.1 C.E.; aunque
con posterioridad se compruebe su poca fortuna o desa-

cierto. Pues de permitirlo, los órganos judiciales estarían
facultados, en definitiva, para dictar una nueva resolución
judicial distinta y dispar a la aclarada, fundándose en
una nueva motivación, lo que conculcaría no sólo el prin-
cipio de seguridad jurídica (art. 9.3 C.E.), sino también
y, muy especialmente, su singular concreción en el dere-
cho a la intangibilidad de las resoluciones judiciales fir-
mes, faceta del más general a la tutela judicial efectiva
sin padecer indefensión de las partes en el proceso judi-
cial que, además, no han sido oídas respecto de esas
nuevas razones (art. 24.1 C.E.).

En el caso que ahora nos ocupa, y en contra de lo
afirmado por la Audiencia Provincial en su Auto acla-
ratorio, del eventual error aritmético sufrido en la Sen-
tencia aclarada en el cálculo de la cuantía de las pérdidas
sufridas por la sociedad anónima administrada por quie-
nes acuden ahora en amparo, no resulta con la claridad
exigida por nuestra doctrina sobre el particular, el desa-
juste entre los fundamentos vertidos en aquella reso-
lución que motivaron el fallo absolutorio, y precisamente
este fallo. Para llegar a la conclusión de que la originaria
absolución de los recurrentes era errónea tras la sub-
sanación del a su vez erróneo cálculo de las pérdidas
de la entidad que administraban, es indispensable pro-
ceder a una nueva y distinta apreciación de los hechos
del caso de autos y a una nueva valoración y calificación
jurídica de sus circunstancias y de la normativa que le
era aplicable, mediante nuevos razonamientos que llevan
de la inicial exoneración de toda responsabilidad de los
demandantes de amparo a su condena. Y buena prueba
de que es así, es que este Tribunal sólo puede llegar
a comprender el sentido de la aclaración efectuada y
su radical consecuencia reinterpretando justamente las
razones vertidas por el órgano judicial en el tantas veces
citado fundamento de Derecho sexto de su Sentencia
de apelación, para poder llegar al mismo resultado que
alcanzó la Audiencia Provincial en el Auto aclaratorio
aquí impugnado, ya que de la fundamentación jurídica
contenida en la Sentencia se deduce que un leve «de-
sequilibrio patrimonial» tiene consecuencias absoluto-
rias, en tanto que en el Auto ese mismo desequilibrio
lleva a otra conclusión al alterarse, de modo no explícito,
la fundamentación relativa a la calificación jurídica de
las circunstancias del caso y de la normativa aplicable.
Bien se ve, que no es éste, pues, un caso en el que,
con arreglo a nuestra reiterada jurisprudencia la sub-
sanación de un error, puede excepcionalmente autorizar
la alteración del fallo de la resolución judicial aclarada
al ponerse de manifiesto un palmario desajuste o con-
tradicción entre los fundamentos jurídicos de dicha reso-
lución y su parte dispositiva independientemente de cual-
quier juicio valorativo o apreciación jurídica del asunto
distintas a las ya contenidas en ella.

El Auto de aclaración no ha hecho sino alterar los
motivos esgrimidos en la Sentencia de apelación para
absolver a los demandados, introduciendo unos nuevos,
solapados bajo la aparente corrección de un error arit-
mético, acogiendo de esta forma irregular las razones
de la apelante y demandante ante la jurisdicción civil,
y modificando de raíz el fallo absolutorio que constaba
inicialmente en la parte dispositiva de la Sentencia de
apelación por uno nuevo y condenatorio, fundado en
razones diversas a aquéllas vertidas en la mentada Sen-
tencia. En suma, el Auto de aclaración no contiene sino
una nueva y dispar resolución del caso de autos respecto
de la alcanzada en la Sentencia aclarada, vulnerando
por consiguiente el derecho a la tutela judicial efectiva
sin padecer indefensión (art. 24.1 C.E.) en su manifes-
tación de derecho a la intangibilidad de las resoluciones
judiciales firmes.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con-
secuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho de los
recurrentes a la tutela judicial efectiva sin padecer inde-
fensión (art. 24.1 C.E.), en su manifestación de derecho
a la intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes.

2.o Restablecerles en el disfrute de ese derecho y,
a tal fin, anular el Auto de la Sección Cuarta de la Audien-
cia Provincial de Zaragoza, de 22 de abril de 1997, de
aclaración de la Sentencia dictada en apelación por la
misma Sala, con fecha 15 de abril de 1997, en el juicio
de menor cuantía 712/95, en lo relativo a la condena
de los demandantes de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de marzo de dos mil.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

7039 Sala Primera. Sentencia 70/2000, de 13 de
marzo de 2000. Recurso de amparo 2.454/97.
Promovido por don Antonio Marín Sánchez
frente a las Sentencias del Juzgado de lo Social
núm. 1 de Almería y del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía que desestimaron su
demanda contra el Servicio Andaluz de Salud
para continuar en la situación especial en acti-
vo. Vulneración del derecho a la libertad sin-
dical: disminución retributiva sufrida por el
representante de un sindicato de sanidad al
quedar exento de servicio para realizar activi-
dades sindicales por acumulación de crédito
horario. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.454/97 interpuesto
por don Antonio Marín Sánchez, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega
y asistido por el Letrado don Enrique Lillo Pérez, contra
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía (Granada), de 29 de abril
de 1997, y la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Almería, de 25 de febrero de 1997. Han sido partes,
además del Ministerio Fiscal, el Servicio Andaluz de
Salud, representado por la Letrada doña Pilar Martínez
Martínez. Ha sido Ponente la Magistrada doña María
Emilia Casas Baamonde, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Tribunal el 7
de junio de 1997, don Antonio Marín Sánchez, repre-
sentado por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel
Cañedo Vega, interpuso recurso de amparo contra la
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía (Granada), de 29 de abril de
1997, y la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Almería, de 25 de febrero de 1997.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

a) El recurrente presta servicios desde 1989 para
el Servicio Andaluz de Salud (SAS, en adelante), con
la categoría de celador, grupo E, con plaza en propiedad
en el centro de trabajo del Hospital «La Inmaculada»
de Huércal-Overa (Almería).

b) Por resolución del Director Gerente del referido
Hospital de 31 de mayo de 1995 le fue concedida al
actor una plaza en situación especial en activo para
desempeñar funciones de administrativo grupo C en el
Distrito de Poniente de Atención Primaria en El Ejido,
a partir del día 1 de junio de 1995.

En dicha resolución se hacía constar que: «Conforme
a lo dispuesto en la Resolución 49/92 de 3 de julio
de la Dirección General de Personal, el desempeño ten-
drá carácter provisional, pudiendo ser cesado por incum-
plir alguno de los requisitos exigidos para el puesto y,
en todo caso, cuando cesen las circunstancias que deter-
minen la eventualidad que la originaron (interinidad,
excedencia voluntaria, permiso sin sueldo, vacaciones,
incapacidad temporal, etc.). En ningún momento se
entenderá que la ocupación provisional constituirá un
derecho adquirido para el personal que lo desempeña.
Mientras permanezca en dicha situación percibirá las
retribuciones específicas del puesto de trabajo que
desempeñe, excepto la antigüedad, que continuará sien-
do la del grupo de origen».

c) Con fecha 23 de mayo de 1996, la Sección Sin-
dical de Sanidad del Sindicato Provincial de Trabajadores
de Salud de Almería de Comisiones Obreras, remitió a
la Secretaria provincial del SAS comunicación de la libe-
ración del actor de su puesto de trabajo para la rea-
lización de actividades sindicales por acumulación de
crédito horario de dicho sindicato desde 1 de junio de
1996, siendo autorizada la misma por resolución del
Director general de Personal y Servicios y comunicada
a la Administración del Distrito de Atención Primaria de
Poniente, con fecha 7 de agosto de 1996.

d) La Intervención Provincial del SAS, ante la situa-
ción especial en activo que venía disfrutando el actor,
formuló nota de reparo, remitida a la Dirección del men-
cionado Distrito de Atención Primaria de Poniente con
fecha 17 de enero de 1997.

e) Con fecha 23 de enero de 1997, la Dirección
del citado Distrito del SAS puso en conocimiento del
actor la nota de reparo a su designación como liberado
sindical, formulada por la Intervención Provincial de
Almería en los términos siguientes: «ya que esta desig-
nación, al encontrarse temporalmente desempeñando
una plaza en S.E.A., conllevará necesariamente la fina-
lización de esta situación, pues la falta de actividad labo-
ral impide el efectivo desempeño de unas funciones que
fueron autorizadas en régimen de temporalidad, por lo
que debe en la nómina normal de enero regularizar esta
situación». La citada comunicación prosigue afirmando
lo siguiente: «Pongo en su conocimiento, por lo tanto,
que, haciendo efectiva la Nota de Reparo de la Inter-
vención Provincial de Almería, se va a proceder a la
baja en la nómina normal de enero de la Situación Espe-
cial de Activo como Administrativo en este Distrito de
Atención Primaria de Poniente hasta tanto no se incor-


